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RESUMEN 
La socialización política es un proceso de aprendizaje social a través del cual los ciudadanos adquieren 
creencias, sentimientos e información hacia lograr su madurez y su identidad política (Sotirovic y McLeod, 
2004). Incluye algunos de los principales agentes de socialización como la exposición a los medios de 
comunicación, la influencia de las nuevas tecnologías y sus efectos. Se evalúa la conformación de las 
actitudes políticas de los jóvenes a partir de la influencia de los medios tradicionales y/o digitales, 
utilizando una metodología cuantitativa. Los medios digitales refuerzan el interés y el aprendizaje político 
que el individuo ya posee, a través de sus canales de información. 
PALABRAS CLAVE 
Socialización política, participación política, aprendizaje social 
ABSTRACT 
Political socialization is a process of social learning through which citizens acquire beliefs, feelings, and 
information toward achieving their maturity and political identity (Sotirovic and McLeod, 2004). It 
includes some of the main socialization agents such as exposure to the media, the influence of new 
technologies and their effects. There is evaluated the shape of the political attitudes of the young people 
from the influence of the traditional and/or digital means, using a quantitative methodology. Digital 
media reinforce the interest and political learning that the individual already possesses, through its 
information channels. 
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Political socialization, political participation, social learning  
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Introducción 
n un proceso penal, que termina con el juzgamiento de los autores y participes 
determinando el grado de exigencia de la responsabilidad penal, que es evidente por 
la naturaleza del hecho que se comete, ilícito penal, también, en algunos supuestos 
que se encuentran determinados por la ley, se deriva el requerimiento de la 
responsabilidad civil extracontractual, o como también se le denomina, responsabilidad civil 
proveniente del delito. En estos casos, existe una obligación de resarcimiento o reparación 
del daño y perjuicios causados a la víctima del delito o perjudicado. 
En este sentido, la responsabilidad civil extracontractual, no sólo alcanza a los criminalmente 
responsables, sino también, a terceras personas que en distintos conceptos pueden venir 
sometidas a ellas, dentro de los que se encuentra la persona jurídica, específicamente, en el 
caso de ser un funcionario/a o empleado/a en el cumplimiento de sus funciones el que haya 
perpetrado el delito sin el consentimiento ni por orden de la propia entidad. 
Además, una de las motivaciones fundamentales de la actuación de la persona jurídica como 
tercero civil en el proceso penal es evitar la victimización secundaria, poniendo al inmolado 
en el centro del proceso, garantizando una indemnización inmediata por los daños y 
perjuicios causados. 
Ciertamente, existen varios tipos o clasificaciones de las personas jurídicas o ficticias, por lo 
que sería complexo hacer cualquier conclusión del asunto sin dedicarse al estudio de una de 
sus tipologías, en este sentido, la investigación hará referencia a la empresa estatal cubana a 
partir del papel preponderante que tiene como sujeto en la economía del país, por lo que 
cualquier hecho criminal en el que la empresa estatal respondiera como tercero civil sería un 
fracaso de selección y control primarios de la propia entidad. 
El tercero civilmente responsable en el proceso penal: La persona 
jurídica 
 La aparición de los terceros civilmente responsables en la legislación española y en la 
alemana (como terceros en el proceso penal), en la segunda mitad del siglo XIX 
redimensionó el proceso penal y la finalidad del mismo, pues la intervención de estos incluía 
la rehabilitación de la legalidad infringida y el ejercicio de la justicia penal al responder el 
sistema penal al daño o perjuicio en concreto ante la víctima del hecho delictivo, 
proporcionando una acumulación de pretensiones y procesos. 
Por su parte, Clariá y Mendoza, emiten un concepto que precisan es un sujeto particular en 
el proceso pero no definen la naturaleza del sujeto de derecho o de la persona que puede 
resultar tercero civilmente responsable en el proceso penal, por tanto, se entiende que los 
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terceros civilmente responsables o terceros con responsabilidad civil en el proceso penal, 
son aquellos sujetos (personas naturales y/o jurídicas) que intervienen en un proceso penal 
para responder en cuanto a la responsabilidad civil que se deriva del daño o perjuicio 
ocasionado por el delito de forma directa o indirecta (Clariá, 2008, p. 265; Mendoza, 2014, 
pp. 338-339). 
En este sentido: 
1. Posición estricta: Fairén (1992, p. 20), Álvarez (2012, p. 6), Roxin (2003, p. 
121), Moras (2004, pp. 42-43) y Oliva (2003), se afilian a la teoría restrictiva 
de los sujetos procesales, argumentan en sentido general, que los sujetos 
procesales dentro del proceso penal son aquellos que intervienen 
directamente en la relación jurídica procesal penal, el resto de los sujetos que 
intervienen de una forma u otra en el proceso son simples contribuyentes al 
desarrollo de la justicia. 
2. Posición extensiva: Galvez (2009), Vázquez (1997, p. 61), Carnelutti (1994, 
pp. 187-225) y Levenne (p. 227-228), exponen que estos son sujetos que 
participan con interés en el proceso, por ende, uno de los sujetos procesales, 
aunque no principales del mismo. 
Naturaleza y caracteres de la responsabilidad civil exigida al tercero en el proceso penal 
 El término de responsabilidad, según el diccionario de la Real Academia tiene 
significados diferentes, sin embargo, la palabra responsabilidad es de origen relativamente 
reciente (Villey, 1980, p. 71), justamente a fines del siglo XVIII. 
No obstante que desde épocas inmemorables la legislación positiva y los 
principios en los que se sustenta la responsabilidad civil, han caminado juntas; 
a mediados del siglo XIX se advierte un abandono del legislador en el 
tratamiento del tema. Las normas que regulan la responsabilidad civil son 
restrictivas, están sujetas a la cláusula general no hay responsabilidad sin culpa, 
dejando fuera toda hipótesis de la responsabilidad civil objetiva, bajo cuya 
circunstancia el juez se ve impelido a negar toda pretensión en la que no se 
demuestre la culpa del dañador, tarea difícil, sino imposible para el 
damnificado. Los cambios operados en el mundo cada vez más tecnificado 
hicieron que paulatinamente se introduzcan algunas hipótesis típicas de 
responsabilidad civil objetiva (Pizza, 2012, p. 8). 
En algunas ocasiones la labor interpretativa, de creación y aplicación del derecho del juez, 
introdujeron variantes de responsabilidad objetiva. En la actualidad, existe la distinción entre 
responsabilidad contractual y extracontractual, la que históricamente tiene su origen en el 
derecho romano que legisla la contractual en la Ley de las XII Tablas y la extracontractual 
en la Ley Aquilia (Alterini, 1987, p. 360). Siguiendo estas pautas el Código de Napoleón 
establece las reglas para la exigencia de la responsabilidad civil derivada del delito y el 
cuasidelito, normas que de modo general han inspirado las legislaciones actuales. 
En cuanto a la responsabilidad extracontractual, se encuentra configurada por los actos u 
omisiones que sin afectar un vínculo preexistente produce un daño generador de 
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responsabilidad la que recae sobre quien, fuera de toda relación contractual, ha causado por 
su culpa o a través de la ejecución de una actividad riesgosa o creación de un riesgo social, 
un daño en la esfera jurídica de otro sujeto; y dos son las especies de responsabilidad 
extracontractual: la subjetiva y objetiva (Flores, 2013, p. 32). 
Bustamante Alsina (1997, p. 85), refiere que dentro del principio de legalidad se exige que 
para que surja el deber de indemnizar a la víctima ha de requerirse que se establezcan los 
elementos siguientes: a) La imputabilidad; b) La antijuridicidad, c) el daño, d) relación de 
causalidad; y, e) la culpabilidad. 
Espinoza (2006, p. 90) realiza un análisis importante de la imputabilidad como capacidad 
para hacerse responsable por el daño civil, Mosset (2006, p. 114) agrega que este es un 
elemento indispensable para la exigencia por tanto de la responsabilidad civil. Por su parte, 
Roca (2000, p. 19) señala la pertinencia del daño para la exigencia de este tipo de 
responsabilidad. 
La relación de causalidad se entiende como la relación necesaria y eficiente entre el hecho 
generador del daño y el daño provocado, lo que indica que para poder atribuir un resultado 
a una persona y declararla responsable como consecuencia de su acción u omisión, es 
indispensable definir si aquel aparece ligado a esta por una relación de causa-efecto, lo que 
debe de probarse, ya que no puede inferirse, porque la ley no ha señalado en materia de 
relación causal ni presunciones legales respecto de las cuales un hecho el legislador infiera su 
causalidad adecuada, ni tampoco los conocimientos del juez sobre la realidad social lo 
autorizan para deducir con certeza el nexo de causalidad eficiente y determinante (Ghersi, 
2000, p. 270). 
En materia penal la culpabilidad es la consecuencia de establecer todos los elementos de la 
conducta punible que resulta de un nexo contradictorio entre la voluntad consciente del 
agente imputable y la obligación que tiene de comportarse de acuerdo con las exigencias de 
la ley penal; sin embargo, ha de reconocerse dos formas de culpabilidad: una que es realizada 
con dolo y la otra con culpa. 
A los fines del resarcimiento del daño, la culpa en el ámbito civil se aprecia como un criterio 
muy afinado para no dejar a la víctima sin reparación. En lo penal, existe mayor rigor para 
valorar las circunstancias constitutivas de la culpa con el propósito de no condenar a un 
inocente, por lo que la culpa leve impone responsabilidad civil al autor de un daño, por 
consiguiente, una absolución penal por falta de culpa (Flores, 2013, pp. 45 y 46). 
Ahora bien, esta responsabilidad extracontractual puede exigirse al responsable penalmente 
pero también a terceros, de hecho, estos terceros civilmente responsables pueden ser 
personas naturales y personas jurídicas partiendo del tipo de responsabilidad civil que puede 
exigirse en el proceso penal a las personas jurídicas es la responsabilidad civil extracontractual 
directa. 
En principio, la responsabilidad civil extracontractual directa, en el caso de 
que la conducta dañina constituya delito, compete a quienes son responsables 
penalmente en calidad de autores o partícipes de la conducta punible, de 
manera que parecería imposible que alguien que no hubiera tomado parte en 
el delito fuera llamado a responder por un hecho propio. 
La empresa estatal como tercero civil a propósito del perfeccionamiento 
de los procesos penales en Cuba L. Matos | C. Félix 
48 
 
Sin embargo, esta afirmación solo es válida de cara a las personas naturales. 
En efecto, toda persona natural que sea responsable civilmente con carácter 
directo por un delito debe ser, en consecuencia, vinculada al proceso para 
responder penalmente, pero cuando los responsables son personas naturales 
dependientes de una persona jurídica, ya sea al nivel directivo o al operativo, 
y su conducta se da en desarrollo del objeto social de esa persona jurídica, se 
entiende que el ente en cuestión ha actuado a través de sus dependientes, de 
modo que sus delitos o culpas le son igualmente imputables (Córdova, 2013, 
pp. 59-60). 
La responsabilidad civil para las personas jurídicas no se rige por el sistema previsto por 
responsabilidad civil por el hecho de otro o indirecta, sino que se trata de una responsabilidad 
civil directa pues las actuaciones de sus órganos o de sus empleados y funcionarios realizadas 
por causa o con ocasión de sus funciones, comprometen en forma directa la responsabilidad 
del ente moral y no de una manera refleja o indirecta. Esta situación constituye el primer 
caso de tercero civilmente responsable. 
Un análisis necesario desde la normativa procesal de Latinoamérica 
 Al realizar un análisis del Código Procesal Penal Modelo para Iberoamérica, el Código 
Procesal de El Salvador, el Código Procesal Penal del Perú, el Código Procesal Penal de 
República Dominicana, el Código Procesal Penal de Guatemala, el Código Procesal Penal de 
Costa Rica y el Código Procesal Penal de Argentina, en cuanto al reconocimiento de estos 
sujetos procesales y sus derechos en el proceso, se expresan como aspectos en común: 
1. La participación de la persona jurídica como tercero civilmente responsable, 
está implícitamente reconocida en todos los cuerpos legales. 
2. Se utilizan como normas supletorias, en el proceso, las sustantivas civiles y 
penales pues lo indica la legislación procesal penal. 
3. Se denominan conceptualmente los terceros civilmente responsables en las 
normas jurídicas procesales de la rama penal. 
4. Se estipulan expresamente los derechos, garantías, facultades y actos 
procesales que puede ejecutar el tercero civilmente responsable, incluyendo a 
la persona jurídica. Ejemplo de ello: 
a. Solicitar su intervención en el proceso cuando pueda ser civilmente 
demandado y se ejerza la acción civil resarcitoria. 
b. Debe de participar con el patrocinio de un abogado. 
c. Puede acogerse al derecho de no autoincriminación. 
d. Puede ser parte civil y testigo para alguna de las partes penales. 
e. Participar mediante su abogado en la práctica de medios de prueba. 
f. Rendir informe final en juicio mediante abogado, sobre el concepto de 
la responsabilidad civil. 
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La empresa estatal cubana como tercero civilmente responsable en los 
procesos penales 
Antecedentes normativos de la participación de la persona jurídica como tercero civilmente 
responsable en Cuba 
 Durante la colonia, en el país rigió, mediante el Real Decreto de 23 de mayo de 1879, 
el Código Penal español de 1870, donde se regulaba la determinación de la responsabilidad 
civil dentro del proceso penal, como una forma directa para satisfacer en el proceso el interés 
material de la víctima del delito, además de extrapolar las costumbres europeas a la isla. 
Este antecedente sentó las bases para que cuando se promulgara el Código de Defensa Social 
en 1936 y desde su entrada en vigor en 1938, se decidiera continuar ofreciendo el mismo 
tratamiento a la responsabilidad civil, incluyendo a los terceros civilmente responsables 
(Goite y Méndez, 2014, pp. 295-296). Solo se estableció una nueva modalidad para hacer 
efectiva la referida institución, que fue la conocida «caja de resarcimiento», la que estuvo 
regida por varias normativas, no obstante, constituyó un órgano intermediario entre la 
víctima y su victimario. 
Con las modificaciones que tienen lugar en nuestro país después de 1959, se hace necesario 
atemperar la legislación vigente, en este sentido, se realizan varias modificaciones al Código 
de Defensa Social, hasta que el 15 de febrero de 1979 comienza a regir la ley 21 (Cuba, 
Asamblea Nacional del Poder Popular de la República de Cuba, 1979, Ley 21, Caps. I-III). 
Fue el nuevo Código Penal, el primero de la etapa revolucionaria, que siguió los mismos 
pasos de las dos normas anteriores, así en su Libro I, Título X, Capítulo I, II y III reguló lo 
referido a la responsabilidad civil proveniente del delito (Aguilera de Paz, 1924, ). 
Por su parte, la legislación adjetiva, durante el dominio español, se vio descrita por una 
imposición a la isla de todas las normas legales acerca del proceso penal, la cual encontró su 
primer fundamento del sistema mixto en la Ley de Enjuiciamiento Criminal del 14 de 
septiembre del año 1882, la que se hizo extensiva a Cuba por el Real Decreto del 19 de 
octubre de 1888 y comenzó a regir el 1 de enero de 1889. 
Esta ley, refirió en su Título X «De la responsabilidad civil de terceras personas», todo el 
contenido de la obligación en el proceso penal del tercero civilmente responsable, afiliándose 
en este sentido a la posición numerus clausus del Código Penal, pues remite a este para la 
definición de tipos de terceros civilmente responsables en el proceso. No obstante, fue poco 
profunda la técnica de reacción de texto legal respecto a estos últimos porque en el caso de 
las personas jurídicas se deben tener en cuenta a diferencia de las personas naturales  
otros factores como el domicilio, objeto social y el patrimonio. 
En cuanto a la contextualización del ordenamiento jurídico al proceso revolucionario 
cubano, se promulgó la primera Ley de Procedimiento Penal Revolucionaria, la ley 1251 de 
junio de 1973, la cual establecía los principios procesales socialistas y fue resultado del trabajo 
de las Comisiones de Estudios Jurídicos, creadas en abril de 1968 (Fernández, 2002, p.20); 
en esta, la persona jurídica como tercero civilmente responsable fue regulada de manera 
similar a la Ley de Enjuiciamiento Criminal. 
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Con el proceso de institucionalización del país, en 1975, tiene lugar el Primer Congreso del 
Partido Comunista, que delimitó la plataforma política del Estado socialista y se promulga la 
Constitución en 1976, donde se conforman normativamente los elementos del sistema 
político socialista cubano (Mendoza, 2014, p. 44). La promulgación de la Constitución 
implicó que varias de las normas fueran derogadas para ajustarlas a lo que se derivaba del 
texto constitucional, entre ellas, la Ley de Procedimiento Penal y se promulgó la actual ley 
Nro. 5, del 13 de agosto de 1977, de Procedimiento Penal y la ley 62 el 30 de abril de 1988, 
actual Código Penal cubano. 
Normativa actual 
Constitución de la República  
 Las pautas valorativas de cualquier análisis en este sentido deben de partir del texto 
constitucional, en el cual se estipula a partir de su artículo 26 lo concerniente a las empresas 
estatales como principal sujeto económico, que podría ser persona jurídica a responder como 
tercero en un proceso penal a partir de todos los aspectos que han sido relacionados. 
Igualmente, en sus artículos 94 y 95 hace referencia al debido proceso como derecho de 
todos los ciudadanos, respaldando el derecho de ser resarcido o indemnizado por daños y 
perjuicios ocasionados por un delito (Cuba, Asamblea Nacional del Poder Popular de la 
República de Cuba, Constitución de la república de Cuba). 
Código Civil 
 El Código Civil cubano, al referirse a los terceros civilmente responsables, no lo hace 
desde esa definición, sino acerca de la responsabilidad de las personas naturales y r-la 
responsabilidad de las personas jurídicas, en la sección tercera y cuarta respectivamente del 
Capítulo IV Actos Ilícitos (Cuba, Asamblea Nacional del Poder de la República de Cuba, 
1987, Ley 59). 
Las personas jurídicas como terceros civilmente responsables también reciben un 
tratamiento en el mencionado código, estas son las que están obligadas a reparar los daños y 
perjuicios provocados a otros por actos ilícitos causados por sus dirigentes, funcionarios y 
demás trabajadores en el ejercicio de sus funciones, sin perjuicio del derecho de repetir contra 
el culpable, especificando que cuando el acto ilícito es constitutivo de delito responde 
subsidiariamente (Cuba, Asamblea Nacional del poder de la República de Cuba, 1987, Ley 
59, art. 95). 
En este caso la persona jurídica puede resultar responsable civilmente de un hecho propio 
del cual es incapaz de responder pues solo las personas naturales pueden hacerlo, por lo que 
va a ser llamada al proceso penal para juzgar su responsabilidad civil extracontractual directa 
en el caso de que la conducta dañina constituya delito y así responder por sus agentes o 
dependientes siempre y cuando el hecho se cometa en desarrollo de su objeto social. 
Igualmente, el resarcimiento de la responsabilidad civil por los actos ilícitos penales 
comprende la restitución del bien, la reparación del daño material, la indemnización de los 
perjuicios y la reparación del daño moral. 
 




 Por su parte, la Ley 62, Código Penal cubano, regula lo concerniente a la declaración  
y ejecución de las obligaciones civiles provenientes del delito a partir del Título X, artículo 
70.1, partiendo del principio que el responsable penalmente lo es también civilmente por los 
daños y perjuicios causados por el delito, decidiendo que el tribunal que conoce del delito 
fija la responsabilidad civil y su extensión, constituyéndose, una problemática en el orden 
penal la aplicación de esta institución (Cuba, Asamblea Nacional del Poder de la República 
de Cuba, 1987, Ley 62, art. 70.1). En este sentido, se concuerda con Goite y Méndez, cuando 
exponen las siguientes dificultades referidas sobre todo a la participación de la persona 
jurídica como tercero civilmente responsable: 
La participación desde la responsabilidad penal aparece regulada en el artículo 18 del Código 
Penal, donde se establece que será exigible a los autores y a los cómplices. El Código Civil al 
delimitar las reglas a tener en cuenta para determinar el daño material y la indemnización de 
los perjuicios, fija que en el supuesto de ser varios responsables se hace atendiendo al grado 
de participación en el acto ilícito (Goite y Méndez, 2014, pp. 308-310). 
El Código Civil establece como exención de la responsabilidad civil las causas de 
justificación, sin embargo, surge una dificultad: la obediencia debida en el Código Penal, que 
la regula como parte de la llamada eximente que denomina el cumplimiento de un deber o el 
ejercicio de derecho, profesión, cargo u oficio. Se establecen términos diferentes para la 
prescripción de las acciones, la legislación sustantiva penal fija dichos términos sobre la base 
de la sanción establecida en el tipo penal. 
Ley de Procedimiento Penal 
 En cumplimiento con lo regulado en la legislación sustantiva civil y penal en cuanto 
a los terceros civilmente responsables, la Ley de Procedimiento Penal ofrece sucintamente 
un tratamiento a estos como sujetos procesales. La primera aparición se resalta en el Título 
III «De la Recusación y Excusa» artículo 22, al señalar entre los sujetos que pueden recusar 
al acusado y posteriormente al acusado como responsable civilmente (Cuba, Asamblea 
Nacional del Poder de la República de Cuba, Ley Nro. 5). 
En el análisis exegético de este particular, se percibe que el legislador cubano no marcó una 
nítida frontera entre lo que considera él por acusado y quién sería entonces el acusado 
civilmente responsable, porque teniendo en cuenta que como se resaltara en el Código Penal 
y la propia Ley de Procedimiento: la acción civil y la penal se ejercen conjuntamente, 
entonces bastaría con señalar solamente al acusado, pero si lo que se quiere es denotar la 
responsabilidad civil cuando se exige a un sujeto distinto al acusado, entonces la 
denominación correcta sería la de tercero civilmente responsable (persona natural o jurídica) 
y no «acusado como responsable civilmente». 
En este sentido, su correcta apreciación por parte del tribunal debe identificar a dos sujetos 
procesales que independientemente de que ambos representen la cara visible del proceso 
penal, uno va a limitar su participación con la responsabilidad civil, lo que no hace de su 
participación el centro del proceso, pero si resulta de vital importancia para la efectividad de 
la justicia penal. 
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Posteriormente en el Libro Tercero, Título II «De la Responsabilidad Civil Derivada del 
Delito», artículo 275, se estipula que la acción para reclamar la responsabilidad civil que se 
derive del delito, se ejercita juntamente con la penal, excepto en el caso en que exista un 
lesionado respecto al cual la sanidad estuviere pendiente de atestarse (Cuba, Asamblea 
Nacional del Poder de la República de Cuba, 1977, Ley Nro. 5, art. 275). 
Un aspecto relevante es que en el artículo 27 hace referencia al término tercero civilmente 
responsable, sin previamente haberse dado una conceptualización de quienes van a ser estos 
sujetos y ni siquiera haberlos reconocido como sujeto procesal inicialmente. Cuestión esta 
que dificulta la labor interpretativa del operador del derecho, no obstante, se debe inferir que 
un embargo de bienes sobre un tercero civilmente responsable lo ubicaría inmediatamente 
como parte civil del proceso penal en cuestión, incluso a la persona jurídica, amén de las 
particularidades que se deben correr para presentarse como persona jurídica al proceso penal. 
Respecto al escrito de calificación del fiscal o el acusador particular, en el artículo 279, se 
prescribe que la acción civil, para ejercitarse juntamente con la penal, deben ser consignados 
en el mismo los siguientes particulares: 
1. La cosa que haya de ser sustituida. 
2. El modo en que ha de procederse para la exigencia de la responsabilidad 
civil por daño moral o perjuicios. 
3. La persona o personas que estén obligadas. (No se realiza distinción 
entre personas naturales y jurídicas, por lo que se infiere que pueden ser 
ambas), (Cuba, Asamblea Nacional del Poder de la República de Cuba, 
1977, Ley Nro. 5, art. 279). 
También sucede con los artículos 281 y 282, donde se señalan que, una vez formuladas las 
conclusiones por el fiscal o el acusador particular, el tribunal de estimar completas las 
diligencias, abrirá la causa a juicio oral y dispondrá se requiera a los acusados y terceros 
civilmente responsables a fin de que se designen abogados para su defensa (Cuba, Asamblea 
Nacional del Poder de la República de Cuba, 1977, Ley Nro. 5, arts.281-282). 
Referente a la interposición de los artículos de previo y especial pronunciamiento, el artículo 
291, hace alusión al fiscal y las demás partes, siendo vaga la definición, pues la intervención 
en el proceso de la persona jurídica como tercero civilmente responsable a partir del 
requerimiento del tribunal, citado artículo 281, le da la condición de parte civil a este, siendo 
un derecho la posibilidad de pronunciamiento respecto a lo normado en el artículo 290 
(Cuba, Asamblea Nacional del Poder de la República de Cuba, 1977, Ley Nro. 5, arts.290-
291). 
La Ley de Procedimiento Penal en su artículo 311, indica el orden de práctica de medios de 
prueba en el acto de juicio oral, distinguiendo a los terceros civilmente responsables como 
un sujeto procesal en condición de parte, siendo el segundo en declarar, no obstante, el 
tribunal puede alterar dicho orden siendo positivo este aspecto en la norma aunque si se 
tratase de una persona jurídica sería justo escuchar a los miembros de la dirección colegida y 
no solo al presidente, director o gerente. 
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A partir del artículo 312 se hace alusión a la declaración de los acusados y terceros civilmente 
responsables, resaltando en el artículo 313 y de hecho último artículo en el que se mencionan 
los terceros civilmente responsables, que de atribuirse en la calificación responsabilidad civil 
a persona distinta del acusado, le asiste a aquella el mismo derecho que a este para prestar 
declaración o no (Cuba, Asamblea Nacional del Poder de la República de Cuba, 1977, Ley 
Nro. 5, arts. 312-313). 
Es obvio, que cuando se manifiesta «responsabilidad civil a persona distinta del acusado» se 
está refiriendo a los terceros civilmente responsables, cuestión esta que se debe inferir, pues 
de la forma en que viene redactada es inconcebible su comprensión. 
Limitaciones para responder como tercero civil de la empresa estatal 
 Desde 1959, con el triunfo de la Revolución cubana, las empresas estatales han 
evolucionado bajo diferentes formas y diversos sistemas de dirección. Durante la década de 
los sesenta su forma típica de organización fueron las «consolidadas», que comprendían un 
grupo de entidades en su mayoría pequeñas y de baja productividad  en una que las 
agrupaba esencialmente para una mejor dirección administrativa. Luego de atravesar una 
etapa en la que se suprimieron los vínculos mercantiles en la economía, lo que afectó 
negativamente la gestión de las empresas públicas, estas sufrieron una reestructuración bajo 
el Sistema de Dirección y Planificación de la Economía, implantado en 1975 con la 
introducción de una política de gestión más descentralizada a partir del cálculo económico 
restringido tomado de la experiencia soviética. 
Las deficiencias de este modelo de gestión se trataron de superar entre 1986 y 1989 mediante 
el llamado proceso de rectificación de errores y tendencias negativas, que trató de 
implementar un modelo en el que la política tuviera prioridad junto a una gestión económica 
más eficiente mediante fórmulas como los contingentes de la construcción. 
A partir de 1990 el período especial impuso una transformación en el ámbito empresarial 
mediante la cual una parte del mismo pasó a operar en divisas especialmente el turismo, 
la industria del níquel, la producción de petróleo, la del tabaco, las telecomunicaciones y las 
tiendas de recaudación de divisas , con un sistema que otorgó una mayor autonomía a la 
gestión de este segmento empresarial, que asumió la forma jurídica de sociedades mercantiles 
y que se conocería como sector emergente. 
La política económica aprobada en el VI Congreso del PCC se planteó nuevamente el asunto 
como un elemento esencial para elevar el nivel de eficiencia de la economía nacional, pero 
en un escenario tanto o más complejo que el que caracterizó los primeros años de la crisis 
de los noventa. Como punto de partida quedó expresado el principio de que en nuestra 
sociedad sería determinante la empresa estatal como el elemento esencial en la gestión 
económica basada en la propiedad social sobre los medios fundamentales de producción, en 
los marcos de un sistema de planificación que resultaría preponderante sobre el mercado. 
Los primeros pasos en esta dirección han conllevado a una transformación de las estructuras 
del sector empresarial basada en la creación de organizaciones superiores de dirección 
empresarial (OSDE), empresas y unidades empresariales de base (UEB), que comenzó a 
materializarse desde el año 2010 mediante la reducción de 25,4 % del número de empresas 
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y de 18,9 % de las sociedades mercantiles del Estado, al tiempo que se creaba una cifra de 
OSDE y especialmente de UEB. 
Las transformaciones aprobadas en esta primera etapa se recogen fundamentalmente en el 
decreto ley 320 y el decreto 323 del Consejo de Ministros, emitidos en abril del 2014, los que 
modifican el decreto ley 252 y el decreto 281 en lo referido al sistema de gestión empresarial, 
que estos últimos normaban en relación básicamente con el proceso de perfeccionamiento 
empresarial. En tal sentido, los pasos que ahora se ejecutan deben dar continuidad a las 
mejores experiencias de ese proceso (Rodríguez, 2014, Cubadebate.cu). 
Todos estos cambios se desarrollarán en un entorno que incluye la nueva ley fiscal y una Ley 
de Inversión Extranjera, como parte de la legislación macroeconómica en vías de 
implementación, a lo que se añade el complejo proceso de reunificación monetaria y 
cambiaria que también se ha iniciado en la economía cubana. 
No obstante, todavía existen figuras de no control en los procesos que desarrollan los 
empleados de estas, así como algunos casos de funcionarios, que en la situación tan compleja 
que atraviesa la economía con la aplicación del Título III de la Ley Helms Burton, hacen que 
la empresa estatal se perfeccione y participe en la reparación e indemnización inmediata al 
perjudicado en un proceso penal, por una conducta delictiva cometida en su escenario 
productivo y empresarial. 
Pautas para el perfeccionamiento 
 La participación de la persona jurídica como tercero civilmente responsable en los 
procesos penales, hasta principios de los años noventa, fue real y efectiva, pues los tribunales 
cubanos tenían como referencia las legislaciones penales anteriores que desarrollaban a 
grandes rasgos la forma de participación, el estatus procesal y el contenido de la 
responsabilidad que era exigible. Algunos casos de empresas estatales respondiendo como 
terceros demandados en el proceso penal por el actuar de choferes en delitos en ocasión de 
conducir vehículos por la vía pública, o por el actuar delictivo de empleados en instalaciones 
de alojamiento que fueron acusados por delitos de hurto, pero esta práctica fue en 
decadencia, en principio, por las propias limitantes normativas que han quedado plasmadas 
en la presente investigación y por otra parte, por el criterio de algunas salas penales respecto 
a la imposibilidad de participación de los terceros civilmente responsables en el proceso penal 
debido a la no inclusión del contenido de la responsabilidad exigible en el Código Penal. 
En una encuesta aplicada a sesenta profesionales del derecho que ejercen en esta sede, de los 
cuales 66,7 % pertenecen a los tribunales cubanos, casi no hacen referencia a la persona 
jurídica como tercero civilmente responsable, siendo en este momento, uno de los factores 
que conllevan a los indubitables errores en la práctica judicial y por ende a una insatisfacción 
material de los intereses de la víctima del delito, siendo en la mayoría de los casos, el propio 
Estado cubano. 
Por tanto, la acometida acera del reconocimiento de la persona jurídica como tercero 
civilmente responsable en los procesos penales y dentro de estos la empresa estatal por su 
papel preponderante en nuestra economía, debe ser en igual sentido, normativa, de ello se 
presentan las siguientes: 
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1. Respecto al Código Penal: 
a. Definición de responsabilidad civil proveniente del delito para la 
persona jurídica. 
b. Definición de los terceros civilmente responsables y tipología. 
c. Remisión adecuada a la legislación civil, designando al Código Civil en 
materia de Responsabilidad civil por actos ilícitos, como cuerpo legal 
supletorio y en función de qué hace la remisión. 
2. Respecto a la Ley de Procedimiento Penal: 
a. Reconocimiento de los sujetos procesales, y en especial, del tercero 
civilmente responsable como sujeto distinto del acusado, y dentro de 
estos a la persona jurídica. 
b. Identificar la actuación del tercero civilmente responsable en la fase 
preparatoria, sobre todo la de la persona jurídica (reconocer su 
participación en algunas diligencias de investigación y la posibilidad de 
declarar o no como testigo). 
c. Normar el contenido y forma de la exigencia de la responsabilidad civil 
de la persona jurídica como tercero en el proceso penal. 
d. Identificar expresamente el derecho de impugnación de las resoluciones 
del proceso, en especial judiciales. 
3. Respecto a las normativas de las empresas estatales: 
a. Desarrollar una legislación unitaria codificada. Ley de empresas. 
b. Reconocer dentro del reglamento interno de las empresas su 
responsabilidad como ente colectivo para responder civilmente por el 
actuar ilícito de sus empleados o funcionarios. 
c. Establecer los mecanismos para lograr asegurar que el sancionado luego 
responda civilmente ante la empresa una vez esta se haya subrogado en 
su lugar en el proceso penal. 
Conclusiones 
No existe igualdad de criterio en la doctrina respecto a la consideración de los terceros 
civilmente responsables (incluyendo a la persona jurídica) como sujetos procesales del 
proceso penal, lo que dificulta su definición y delimitación de estatus procesal. 
La mayoría de la legislación procesal penal de los países de Latinoamérica es actual, novedosa 
y continúa las regulaciones del Código Procesal Penal Modelo para Iberoamérica respecto a 
la importancia de la participación de la persona jurídica como tercero civilmente responsable 
en los procesos penales, ello se muestra en el reconocimiento, definición y forma de 
participación de esta en los procesos penales. 
No existe una participación significativa de la persona jurídica como tercero civilmente 
responsable en los procesos penales cubanos que coadyuven con la materialización de los 
intereses materiales de las víctimas, por lo que se evidencia la ineficacia del sistema procesal 
penal. 
La Constitución cubana vigente establece los derechos y garantías a la víctima y perjudicado, 
para que exista una respuesta inmediata por los terceros civilmente responsables en el 
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proceso penal. Existen limitaciones en las normas de desarrollo en cuanto a la exigencia de 
responsabilidad civil a la persona jurídica como tercero en los procesos penales cubanos, que 
propician el no reconocimiento normativo de esta y por ende una indefinición de concepto, 
derechos, facultades y garantías, siendo necesarias propuestas de modificación que 
contribuyan al perfeccionamiento del sistema procesal penal. Existen limitaciones dentro del 
funcionamiento de las empresas estatales, que impiden que esta responda como tercero 
civilmente en un proceso penal. 
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